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    INTRODUCCIÓN



    Este libro surgió de una manera inesperada. En los días previos a la posesión de Gustavo Petro como presidente de la República tuve una cena en la embajada de un país latinoamericano y el tema central giró en torno a la posibilidad de un golpe militar para impedir el acceso al primer mandatario de izquierda en la historia del país. Frente a quienes planteaban que había altas probabilidades de una intervención militar, yo argumenté, por el contrario, que la ausencia de una tradición golpista en Colombia se iba a mantener inalterada.


    Mi postura se basaba no solamente en las muy escasas intervenciones militares que ha conocido el país, sino, igualmente, en el cambio de la política de Estados Unidos hacia América Latina, que había dejado de apoyar los golpes militares como un mecanismo recurrente para consolidar la “pax americana”.


    Con respecto a la tradición civilista, vale la pena subrayar que Colombia ha sido, por encima de Costa Rica —así cause asombro este dato—, el país de América Latina que ha vivido menos años bajo gobiernos militares o cívico-militares. En el siglo XIX, desde que se conformó como nación autónoma, es decir, desde la disolución de la Gran Colombia el 21 de noviembre de 1831, solo tuvimos el gobierno de facto del general José María Melo en 1854, que duró escasos ocho meses. Y, en el siglo XX, aun cuando se trató más de gobiernos cívico-militares que de gobiernos militares propiamente dichos, solamente los gobiernos sucesivos del general Gustavo Rojas Pinilla y la Junta Militar de Gobierno entre 1953 y 1958, un poco más de cinco años (tabla 1). En comparación, Argentina, solo en el siglo XX, tuvo doce gobiernos militares; en Paraguay, Alfredo Stroessner gobernó 34 eternos años, más 5 meses y 17 días, entre 1954 y 1989; y Augusto Pinochet estuvo ejerciendo el poder 17 años en Chile (1973-1990).


     


    Tabla 1. Gobiernos militares o cívico-militares en Colombia


    
      
        

        

        
      

      
        
          	
            Gobierno

          

          	
            Fechas

          

          	
            Duración

          
        

      

      
        
          	
            General José María Melo

          

          	
            17 de abril de 1854 - 4 de diciembre de 1854

          

          	
            8 meses

          
        


        
          	
            General Gustavo Rojas Pinilla

          

          	
            13 de junio de 1953 - 10 de mayo de 1957

          

          	
            4 años

          
        


        
          	
            Junta Militar de Gobierno

          

          	
            10 de mayo de 1957 - 7 de agosto de 1958

          

          	
            1 año y 3 meses

          
        

      
    


     


    Ahora bien, a diferencia del golpe inicialmente incruento del general José María Melo —pero que terminó desatando una guerra civil conocida como la Revolución de 1854—, el gobierno de Rojas Pinilla se podría calificar como una dictablanda. Este término nació en España al final del reinado de Alfonso XIII, en 1930, cuando el general Dámaso Berenguer sustituyó al también general Miguel Primo de Rivera, el “cirujano de hierro”, al frente del gobierno. La expresión fue utilizada por la prensa para referirse a la indefinición del nuevo gobierno, pues ni continuó con la dictadura corporativista de su antecesor, ni restableció plenamente la Constitución de 1876, ni convocó a elecciones para designar una asamblea constituyente como exigía la oposición republicana. El parecido con la conducta asumida por el gobierno del general Rojas Pinilla es simple y llanamente sorprendente.


    En todo caso, la Junta Militar de Gobierno que lo sustituyó, y en contra de las expectativas del propio general Rojas —quien creía que pasada la tormenta, la Junta lo iba a llamar de nuevo a la conducción del Estado—, acordó con las élites liberal y conservadoras el retorno a los gobiernos civiles mediante el Frente Nacional. De hecho, Colombia sería unas de las cuatro naciones de América Latina —con México, Costa Rica y Venezuela— que no sufrirían golpes militares en el ciclo militarista que vivió la región tras la Revolución cubana a inicios de 1959.


    Más allá de recurrentes “ruidos de sables”, es decir, serias desavenencias en torno al manejo del orden público entre un presidente y uno o varios altos mandos que ha vivido el país en las últimas décadas, la mayor alarma de un golpe militar tuvo lugar en 1985 bajo el gobierno de Ernesto Samper (1994-1998). Me refiero a las visitas que realizaron algunas personas influyentes al embajador de los Estados Unidos Myles Frechette —el “procónsul”, como lo denominaba Jaime Garzón en sus inigualables sátiras políticas— buscando obtener el aval de Washington para tumbar al mandatario y conformar un gobierno cívico-militar, y el rechazo rotundo de Frechette a estas pretensiones golpistas.


    Las últimas tensiones públicas entre un mandatario electo y un alto oficial tuvieron lugar a mediados de 2022, cuando Gustavo Petro ya había vencido en la segunda vuelta en las elecciones presidenciales y el comandante del Ejército, Eduardo Zapateiro, dio antes y después de su solicitud de retiro (22 de julio de 2022) declaraciones bastante altisonantes. Sin embargo, en una entrevista con la revista Semana publicada el 24 de junio de 2022, el general Zapateiro frente a la pregunta: “¿Es posible un golpe de Estado en Colombia, sí o no?”, respondió de manera enfática. “Jamás, nunca. Eso es muy mal visto ya en el mundo y creo que no está en el pensamiento, la mente, el alma y el corazón de todos los colombianos, y menos entre nosotros los militares. Somos respetuosos de la Constitución y la ley”. Así mismo, cuando el coronel (r) John Marulanda, expresidente de la Asociación de Oficiales Retirados de las Fuerzas Militares de Colombia (Acore) llamó poco después a “defenestrar” al presidente Petro, su invocación causó molestia en la institución militar orgullosa de su tradición civilista.


    Es más. Mientras que el primer presidente de izquierda en la historia de Colombia se pudo posesionar en paz el 7 de agosto de 2022, un año antes, el 6 de enero de 2021, el presidente Donald Trump buscó desconocer los resultados electorales que le habían resultado desfavorables incitando a sus seguidores a la toma del Capitolio en Washington, en una clara movilización de carácter insurreccional. Y, un año más tarde, los seguidores de Jair Bolsonaro intentaron con muy escasa imaginación repetir el mismo guion. Qué contraste.


    De hecho, desde hace mucho tiempo los golpes militares ya no son el pan de cada día en América Latina, a diferencia, por ejemplo, del continente africano, en donde en los últimos años estamos asistiendo a una nueva y fuerte oleada de intervenciones castrenses que han afectado recientemente a varias naciones, tales como Malí, Chad, Guinea, Sudán, Burkina Faso y, más recientemente, a Níger y Gabón.


    Los últimos dos golpes militares o cívico-militares exitosos en América Latina fueron en Paraguay y Honduras. El primero tuvo lugar entre el 2 y el 3 de febrero de 1989, cuando el general Andrés Rodríguez destituyó a su consuegro, el general Alfredo Stroessner, poniendo punto final a 35 años del stronato, como fue denominado este gobierno infame en Paraguay. El segundo fue el 28 de junio de 2009, cuando el presidente Manuel Zelaya fue derrocado y expulsado de Honduras por las Fuerzas Armadas, atendiendo órdenes de la Corte Suprema de Justicia. Pero, en este caso, se trató más de un golpe cívico-militar que de un golpe militar propiamente dicho, pues fue Roberto Micheletti, entonces presidente del Congreso Nacional, quien asumió el cargo como sucesor de facto. Y, a pesar de las expectativas de los manifestantes bolsonaristas —que se tomaron la plaza de los Tres Poderes en Brasilia el 8 de enero de 2023— de un golpe militar en su respaldo, este no se produjo.


    Ahora bien, lo excepcional de la historia política de nuestro país —ante todo, tras el difícil período de la construcción nacional en el siglo XIX— han sido, igualmente, las escasas rupturas institucionales en el siglo XX y lo que va del siglo XXI alimentadas por gobernantes civiles, tales como las que se han vuelto tan comunes en Perú en años recientes, desde Alberto Fujimori hasta Pedro Castillo.


    La distinción entre golpes militares y golpes de Estado es indispensable para nuestro análisis, pues, si bien todo golpe militar constituye un golpe de Estado, no todo golpe de Estado se origina en un golpe militar. De hecho, en Colombia hubo desde 1831 tres golpes de Estado de inspiración civil en sentido estricto: por una parte, el derrocamiento de Mariano Ospina Rodríguez en 1863 mediante la única guerra civil triunfante que hubo en el país; y, de otra parte, la sustitución de hecho de los presidentes en ejercicio en 1877 y en 1900 en detrimento de Tomás Cipriano de Mosquera y Manuel Sanclemente (tabla 2).


     


    Tabla 2. Golpes de Estado civiles en sentido estricto en Colombia


    
      
        

        

        
      

      
        
          	
            Año

          

          	
            Presidente o vicepresidente responsable

          

          	
            Golpes de Estado

          
        

      

      
        
          	
            1863

          

          	
            Guerra civil triunfante

          

          	
            Derrocamiento del gobierno conservador de Mariano Ospina Rodríguez y convocatoria de una Convención Nacional.

          
        


        
          	
            1877

          

          	
            Presidente Tomás Cipriano de Mosquera y vicepresidente general Santos Acosta

          

          	
            
              	Cierre ilegal de las sesiones del Congreso.


              	Detención del presidente Mosquera y toma del poder.

            

          
        


        
          	
            1900

          

          	
            Vicepresidente José Manuel Marroquín

          

          	
            Destitución ilegal del presidente Manuel Sanclemente.

          
        

      
    


     


    Ahora bien, si a los golpes de Estado en sentido estricto —es decir, que conllevan el desplazamiento del poder de manera irregular de un mandatario electo— añadimos las rupturas institucionales generadas por presidentes en ejercicio que, debido a diferentes circunstancias, tomaron la decisión de cerrar el Congreso de la República o declarar nula la Constitución vigente y convocar una asamblea constituyente a imagen y semejanza de la ideología del gobernante, el cuadro sería más amplio. En efecto, a los tres golpes de Estado en sentido estricto (1863, 1877 y 1900) podríamos agregar los casos de Rafael Reyes (1905) y Mariano Ospina Pérez (1949), quienes por diversos motivos decidieron cerrar el Congreso de la República y gobernar mediante normas de excepción; así como la decisión arbitraria del presidente Rafael Núñez, en la que declaró en 1885, desde el balcón del Palacio Presidencial, que “la constitución de 1863 ha dejado de existir”; y la convocatoria de una Asamblea Constituyente en 1952 por parte del presidente encargado, Roberto Urdaneta, en abierta contravía de las normas constitucionales vigentes en aquel entonces.


    La distinción entre los golpes de Estado —en sentido estricto— y las rupturas institucionales —en sentido amplio— es una fuente de un agudo debate en la historiografía colombiana. Aun así, es clave constatar dos hechos: de una parte, que ha habido más quiebres institucionales de origen civil que de origen militar; y de otra parte, que en nuestro país han predominado de manera abrumadora los mandatarios electos mediante el voto, ya fuese indirecto o directo, y que las rupturas institucionales han sido, desde una perspectiva comparada con el resto de América Latina, muy escasas.


    En efecto, mientras que en otros países de América Latina los golpes de Estado han sido un rasgo distintivo de su proceso de construcción nacional, basta mencionar que según el Coup d’État Project del Cline Center for Advanced Social Research de la Universidad de Illinois —la base de datos más seria sobre golpes de Estado a nivel mundial— solo entre 1945 y 2023 en Bolivia hubo 17 “transferencias irregulares del poder” exitosas, nueve en Argentina y ocho en Ecuador y Panamá, es decir, que la inestabilidad institucional ha sido un rasgo característico del devenir histórico de estas naciones. Por el contrario, en Colombia, el rasgo más notable ha sido la sorprendente continuidad de sus procesos electorales. Por ello me arriesgué a titular este libro Ni golpes militares, ni golpes civiles, dado su carácter excepcional.


    Sin embargo, y a pesar de esta larga y sólida tradición, tras el segundo año del gobierno de Gustavo Petro se despertó en el país un clima generalizado de “conspiranoia”, con denuncias a la izquierda y a la derecha de la inminencia de una ruptura institucional.


    En el primer caso, muchos analistas situados en el campo de la izquierda comenzaron a sostener que, si bien los golpes militares habían desaparecido del panorama en América Latina debido a su hondo desprestigio, estos habían sido reemplazados por “golpes suaves”, “blandos” o simplemente “no tradicionales”, los cuales ya no adoptan el rostro adusto de un Videla o un Pinochet, sino el semblante más amable de un mandatario o mandataria civil, con objeto de ocultar su origen ilegal. Este sería, por ejemplo, el caso en Bolivia con la renuncia de Evo Morales un mes antes de terminar su período presidencial y la asunción al poder de Jeanine Áñez el 12 de noviembre de 2019, o la caída del presidente Pedro Castillo en Perú y su sustitución por Dina Boluarte el 7 de diciembre de 2022.


    Otros analistas situados a la derecha empezaron a afirmar, por su lado, que lo que había realmente sustituido a los golpes militares como mecanismo para ejercer el control absoluto del Estado habían sido las “democracias iliberales” —según el término popularizado por el periodista Fareed Zakaria—, las cuales, si bien mantienen una apariencia republicana, en realidad constituyen sistemas autoritarios, como podrían ser el caso de Donald Trump o el de Jair Bolsonaro, situados ambos a la derecha; o el de Daniel Ortega y Nicolás Maduro, situados a la izquierda del espectro ideológico. Y, añadían, que este es el proyecto que tenía Petro in pectore, alarma que se agudizó con la propuesta del presidente de convocar una asamblea constituyente y el temor de que esta fuera el instrumento para buscar su reelección inmediata para 2026 o, al menos, para su reelección mediata tras un período presidencial en 2030.


    En este clima de acusaciones cruzadas desde uno u otro polo político, los analistas empezaron a preguntarse si no estábamos, a pesar de la prolongada estabilidad del país, ad portas de una ruptura institucional.


    Colombia se encuentra actualmente, sin duda, en un clima de honda incertidumbre, pues, debido a la persistencia del conflicto armado interno e, incluso, de su agravamiento en los últimos años con la emergencia de un alto número de organizaciones criminales transnacionales, la superposición de una crisis política con un orden público alterado es altamente explosiva.


    Los analistas más optimistas argumentan que es muy improbable que en Colombia prospere una democracia iliberal, debido a la fortaleza de nuestra tradición electoral, el civilismo de las Fuerzas Militares y la solidez de sus instituciones, ante todo, de sus altas cortes (Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia) y de los organismos de control, ante todo, la Contraloría General de la República y el Ministerio Público (Procuraduría General de la Nacional y la Defensoría del Pueblo), los “anticuerpos democráticos”, como los denomina el profesor Steven Levitsky. Es decir, la plena vigencia de la división y el equilibrio de los poderes públicos, y su función de frenos y contrapesos para evitar que uno u otro se extralimite.


    Sin embargo, en la otra esquina, analistas más pesimistas argumentan que dado el clima de polarización creciente, nos hallamos próximos a una honda fractura nacional, cuyo impacto a nivel de las instituciones se podría traducir, ya sea en un final anticipado (explosivo e indeseable) del actual gobierno, ya sea en su endurecimiento y su deseo de permanecer en el poder a cualquier costo.


    No disponemos de una bola de cristal para predecir el futuro. Sin embargo, la defensa de la tradición democrática del país debería ser un compromiso de todos los colombianos sin distinción alguna, por encima de las diferencias ideológicas.


    Los distintos centros de pensamiento que evalúan el estado actual de las democracias en el mundo (tales como Freedom House) muestran, en general, un gran pesimismo. Afirman que, tras el derrumbe del imperio colonial europeo, la caída del Muro de Berlín y el declive del campo socialista, así como el colapso subsiguiente de la Unión Soviética, la expansión de los regímenes democráticos había generado un gran optimismo global —Francis Fukuyama lo denominó en un momento de gran euforia el “fin de la historia”, entendida como el fin de los enfrentamientos entre ideologías adversas y el triunfo de la democracia liberal—, pero en los últimos años han resurgido aquí y allá multitud de regímenes autoritarios. Incluso, la Rusia de Vladimir Putin y la China de Xi Jinping han desplegado una feroz propaganda afirmando que hay diversos modelos de democracia, incluyendo, afirman sin ningún pudor, los despóticos regímenes que uno y otro lideran con mano de hierro.


    ¿Está Colombia condenada a vivir una ruptura institucional hacia un régimen abiertamente autoritario, ya sea de derecha o de izquierda, como ocurre aquí y allá en el mundo? ¿O, por el contrario, es posible (además de deseable) que las élites dirigentes y sus bases de apoyo encuentren una vía para la construcción de unos “acuerdos sobre lo fundamental”, que incluyan, ante todo, la celebración de elecciones con plenas garantías para la oposición en 2026, para así evitar una crisis generalizada y conservar la larga tradición civilista que ha caracterizado el devenir de nuestro país?


    Este libro constituye una reflexión en torno a estos temas que consideramos claves para la Colombia de hoy y la Colombia de mañana.

  


 
  
    CAPÍTULO I 
 FUERZAS MILITARES: UNA VOCACIÓN CIVILISTA



    Intencionalmente hablo de adversarios. No de enemigos. Pienso que la diferencia estriba en que aquellos poseen una connotación de recíproco respeto y caballerosidad comparables a las justas deportivas, que pueden observarse aun dentro de la dureza de la guerra. Estos entrañan odio, ira, ánimo vengativo, pasión destructora que incrementa la crueldad del acto bélico. Con mayor razón si este se libra bajo términos de confrontación interna o guerra civil.


    General Álvaro Valencia Tovar


     


     


    Colombia ha sido, a pesar de la violencia persistente que ha sufrido el país en muchos períodos de su historia, percibida en el exterior como uno de los regímenes políticos más estables de América Latina. Paradoja que el profesor Daniel Pécaut en su obra más aplaudida resumió mediante la célebre fórmula “orden y violencia”1. Otros autores, como Malcolm Deas, hablan del “orden dentro del desorden”2 y, en la misma línea de pensamiento, el informe de la Comisión de Estudios sobre la Violencia convocada en 1987 por el gobierno de Virgilio Barco se tituló Colombia: violencia y democracia. Esta percepción proviene, sin duda y tal como argumentamos en la introducción, desde la disolución de la Gran Colombia y el nacimiento de la República de la Nueva Granada hasta el día de hoy, pues han ejercido la Presidencia de la República un número abrumador de gobiernos electos y ha habido muy escasas rupturas institucionales. Al respecto, Malcolm Deas sostiene que “esta república ha sido escenario de más elecciones, bajo más sistemas, central y federal, directo e indirecto, hegemónico y proporcional, y con mayores consecuencias, que ninguno de los países americanos o europeos que pretendiesen disputarle el título”3.


    Tras la independencia de España y Portugal, todos los Estados de América Latina adoptaron un régimen republicano —a imagen y semejanza de las instituciones que habían surgido en los Estados Unidos tras su separación de la Gran Bretaña—, con la solo excepción de México y Brasil, que adoptaron un régimen monárquico. El primer Imperio mexicano fue dirigido por Agustín de Iturbide, bajo la denominación de Agustín I de México. Su mandato fue, sin embargo, muy corto (1821-1823) y, años más tarde, el segundo Imperio mexicano, instaurado tras la llamada Segunda Intervención Francesa y bajo el mando del emperador Maximiliano de Habsburgo sería, así mismo, muy breve (1863-1864). En el caso de Brasil, el régimen imperial fue más prolongado, pues, entre Pedro I (1822-1831) y Pedro II (1831-1889) transcurrieron 58 años, hasta la creación de los Estados Unidos de Brasil (1889-1968), denominación que en este último año se cambiaría por la actual República Federativa de Brasil.


    En el caso de Colombia, en la tradición civilista y republicana —tal como han argumentado múltiples historiadores— jugaron un papel clave los dos primeros gobernantes que tuvo el país en la naciente República de la Nueva Granada, el general Francisco de Paula Santander (1832-1837) y el abogado José Ignacio de Márquez y Barreto (1837-1841). No solamente fueron electos con base en las normas de la Constitución de 1832 —la primigenia tras la disolución de la Gran Colombia—, sino que eran con otras personalidades de la época, como Vicente Azuero, Florentino González y Francisco Soto, representantes de la tendencia civilista que enfrentó a las fuertes corrientes militaristas heredadas de las guerras de la Independencia e impuso muy temprano un discurso republicano y liberal, fundado en la subordinación y la no deliberación de las fuerzas militares4. No en vano Santander fue denominado el “hombre de las leyes”. En contraste, en Venezuela, la figura que marcó su tradición política dominada por líderes militares con fuerte liderazgo caudillista fue el héroe de la Independencia y su primer presidente tras la disolución de la Gran Colombia, el general José Antonio Páez, quien en alguna ocasión había afirmado “que a un hombre como él le valían más las armas que las leyes”5. Una frase que también hubiese podido pronunciar el primer presidente de Ecuador (1830-1834), el general Juan José Flores, originario de Puerto Cabello en el actual estado de Carabobo en Venezuela.


    La tradición civilista se vio reflejada muy temprano, pues, según el historiador Marco Palacios, Colombia fue el primer país en América Latina “que practicó la alternancia, en las elecciones de 1837”6, cuando el general Francisco de Paula Santander del Partido Progresista, el germen del Partido Liberal (1848), le entregó sin contratiempos el poder a José Ignacio de Márquez del Partido Ministerial, el germen del Partido Conservador (1849), quien había triunfado en las urnas derrotando al candidato que gozaba del apoyo de Santander, José María Obando.


    El predominio de gobiernos electos condujo a que Colombia haya sido “el país que ha vivido menos años bajo gobiernos militares” en Iberoamérica7, incluso superando a Costa Rica, que ha gozado también de una gran estabilidad democrática. Si bien en el siglo XIX tuvo algunos gobiernos de facto, en el siglo XX solo soportó el golpe militar del 27 de enero de 1917 liderado por el entonces secretario de Guerra y Marina, el general Federico Alberto Tinoco quien, tras pocos meses, fue ratificado en las urnas en unas elecciones no exentas de dudas. Y, en todo caso, el Ejército fue disuelto tras la guerra civil que sufrió este país entre marzo y abril de 1948. El 1.º de diciembre la Junta Fundadora de la Segunda República liderada por José Figueres Ferrer anunció la abolición del Ejército Nacional mediante el Decreto 749 del 11 de octubre de 1949, “por considerar suficiente para la seguridad de nuestro país la existencia de un buen cuerpo de policía”.


    Al igual que en Costa Rica, otra rara avis, en nuestro país los gobiernos de inspiración militar o cívico-militar se pueden contar con los dedos de la mano. La frase reproducida el 7 de marzo de 1974 en un diario de República Dominicana, El Nacional y atribuida a un oficial comentando la detención temporal del principal candidato de la oposición para las elecciones presidenciales de 1974, “la constitución es una cosa; los militares somos otra”8 tiene, sin duda, altísima probabilidad de ser cierta en muchos países y en muchos momentos de la historia de América Latina, pero no en Colombia. Si nos atenemos a la sofisticada contabilidad que llevó a cabo David Palmer entre 1930 y 1980, en la totalidad de las naciones de América Latina y el Caribe hubo en aquellos años 277 cambios de gobierno, de los cuales 104 (el 37,5 %) se llevaron a cabo mediante golpes militares9, ya fuese mediante el derrocamiento de gobiernos civiles, ya fuesen “golpes a los golpistas”, como los denomina el profesor Javier Duque. En efecto, los golpes palaciegos no son exclusivos de los gobiernos civiles. También son posibles en gobiernos de facto. En Argentina, entre 1943 y 1982, se produjeron, además de cinco golpes de Estado contra gobiernos constitucionales, siete derrocamientos de jefes de Estado de facto, realizados por otras camarillas militares10. Por ejemplo, durante el período denominado de la “revolución argentina”, entre 1966 y 1973, se produjeron dos golpes palaciegos sucesivos: el general Juan Carlos Onganía fue sustituido por el general Roberto Levingston y este, a su turno, por el general Alejandro Lanusse11.


    Tal como se puede observar en la tabla 3, la última ola de golpismo militar contemporáneo en América Latina tuvo lugar tras la Revolución cubana y el ingreso de lleno de nuestra región en la Guerra Fría, es decir, entre 1960 y 1983, en donde hubo tanto gobiernos militares altamente autoritarios, como gobiernos militares provistos de un proyecto reformista en naciones tales como Perú, Ecuador y Panamá.


     


    Tabla 3. Golpes militares en América Latina (1960-1989)


    
      
        

        

        

        
      

      
        
          	
            Año

          

          	
            País

          

          	
            Gobierno derrocado

          

          	
            Gobierno militar o cívico-miliar

          
        

      

      
        
          	
            1960

          

          	
            El Salvador

          

          	
            José María Lemus

          

          	
            Junta de Gobierno presidida por el coronel Miguel Ángel Castillo

          
        


        
          	
            1961

          

          	
            El Salvador

          

          	
            Junta de Gobierno

          

          	
            Directorio Cívico-Militar presidido por el coronel Aníbal Portillo

          
        


        
          	
            1962

          

          	
            Argentina

          

          	
            Arturo Frondizi

          

          	
            José María Guido

          
        


        
          	
            1962

          

          	
            Perú

          

          	
            Manuel Prado

          

          	
            Junta Militar de Gobierno presidida por el general Ricardo Pérez

          
        


        
          	
            1963

          

          	
            Honduras

          

          	
            Ramón Villeda

          

          	
            General Oswaldo López

          
        


        
          	
            1963

          

          	
            República Dominicana

          

          	
            Juan Bosch

          

          	
            1.º Triunvirato presidido por Emilio de los Santos

          
        


        
          	
            1963

          

          	
            Ecuador

          

          	
            Carlos Julio Arosemena

          

          	
            Junta de Gobierno presidida por el almirante Ramón Castro

          
        


        
          	
            1963

          

          	
            Guatemala

          

          	
            General Miguel Ydígoras

          

          	
            Coronel Enrique Peralta Azurdia

          
        


        
          	
            1964

          

          	
            Brasil

          

          	
            João Goulart

          

          	
            General Humberto Castelo Branco

          
        


        
          	
            1964

          

          	
            Bolivia

          

          	
            Víctor Paz Estenssoro

          

          	
            Junta Militar de Gobierno presidida por el general René Barrientos

          
        


        
          	
            1966

          

          	
            Argentina

          

          	
            Arturo Humberto Illia

          

          	
            General Juan Carlos Onganía

          
        


        
          	
            1968

          

          	
            Perú

          

          	
            Fernando Belaúnde

          

          	
            General Juan Velasco Alvarado

          
        


        
          	
            1968

          

          	
            Panamá

          

          	
            Arnulfo Arias

          

          	
            Junta Provisional de Gobierno presidida por el coronel José María Pinilla

          
        


        
          	
            1969

          

          	
            Bolivia

          

          	
            Luis Adolfo Siles

          

          	
            General Alfredo Ovando

          
        


        
          	
            1970

          

          	
            Bolivia

          

          	
            General Alfredo Ovando

          

          	
            General Juan José Torres

          
        


        
          	
            1971

          

          	
            Bolivia

          

          	
            General Juan José Torres

          

          	
            General Hugo Banzer

          
        


        
          	
            1972

          

          	
            Ecuador

          

          	
            José María Velasco

          

          	
            General Guillermo Rodríguez Lara

          
        


        
          	
            1973

          

          	
            Uruguay

          

          	
            José María Bordaberry

          

          	
            Autogolpe, gobierno civil-militar

          
        


        
          	
            1973

          

          	
            Chile

          

          	
            Salvador Allende

          

          	
            General Augusto Pinochet

          
        


        
          	
            1975

          

          	
            Perú

          

          	
            General Juan Velasco

          

          	
            General Francisco Morales

          
        


        
          	
            1976

          

          	
            Argentina

          

          	
            María Estela de Perón

          

          	
            Junta Militar de Gobierno presidida por el general Jorge Rafael Videla

          
        


        
          	
            1976

          

          	
            Ecuador

          

          	
            General Guillermo Rodríguez

          

          	
            Consejo Supremo de Gobierno presidido por el almirante Alfredo Poveda

          
        


        
          	
            1978

          

          	
            Bolivia

          

          	
            General Juan Pereda

          

          	
            General David Padilla

          
        


        
          	
            1979

          

          	
            Bolivia

          

          	
            Walter Guevara

          

          	
            General Alberto Natusch

          
        


        
          	
            1980

          

          	
            Bolivia

          

          	
            Lydia Gueiler

          

          	
            General Luis García

          
        


        
          	
            1982

          

          	
            Guatemala

          

          	
            General Fernando Romeo

          

          	
            Junta Militar de Gobierno presidida por el general José Efraín Ríos Montt

          
        


        
          	
            1983

          

          	
            Guatemala

          

          	
            General Efraín Ríos Montt

          

          	
            General Óscar Humberto Mejía

          
        


        
          	
            1989

          

          	
            Paraguay

          

          	
            General Alfredo Stroessner

          

          	
            General Andrés Rodríguez Pedotti

          
        

      
    


     


    Además de las cuatro naciones que no tuvieron golpes militares en estos años (México, Costa Rica, Colombia y Venezuela), sorprende la ausencia de Nicaragua en este cuadro, pero, en este caso el dominio total de la dictadura patrimonialista de la familia Somoza le permitía poner y deponer gobiernos, ya fuese compuestos por miembros de la familia o aliados políticos, lo cual terminó con el triunfo del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) en 1979.


    A mediados de los años setenta, en el prestigioso semanario Le Monde Diplomatique, la periodista Claude-Catherine Kiejman sostenía que “más que nunca, los militares son los verdaderos amos de América Latina. Pero la dictadura que ejercen ha cambiado de forma. Salvo contadas excepciones —Nicaragua, Paraguay, Haití— el poder ya no pertenece a un caudillo sostenido por milicias o guardias personales: aunque sigan destinados a perdurar, los Somoza, Stroessner y Duvalier son anacronismos. Las dictaduras ‘modernas’, y no menos cruentas, son hoy ejercidas por el ejército como institución”12. En efecto, en aquellos años el profesor Guillermo O’Donnell había acuñado el término “Estado burocrático-autoritario” para describir esta nueva modalidad, más institucional y menos personalista, de ejercicio del poder militar13.


    Si, como sostenía, igualmente, Alain Rouquié, “América Latina [aparecía] a los ojos del mundo occidental como la tierra clásica de los golpes de Estado militares”14, no es extraño que una de las preguntas más comunes en las ciencias sociales de la región hubiera sido: ¿por qué hubo un número tan alto de golpes e intervenciones militares en América Latina? En nuestro caso, las preguntas que guiarán nuestra reflexión van a ser muy distintas: ¿por qué en Colombia los golpes militares fueron la absoluta excepción? ¿Podemos considerar que las Fuerzas Militares de Colombia han sido históricamente civilistas? ¿Qué entendemos por esta noción? ¿Por qué los gobiernos electos mediante elecciones directas o indirectas desde el siglo XIX hasta hoy han sido, con muy escasas excepciones, la regla? Y, ante todo, ¿cómo defender esta larga tradición?


    En general, en el marco de la sociología y en los análisis históricos se entiende por instituciones militares civilistas a aquellas que se hallan alejadas del control y ejercicio directo o indirecto del Estado (tales como las “democracias tuteladas”, que fueron tan comunes en América Central). Así, por ejemplo y en referencia a Colombia, Daniel Pécaut concibe el civilismo “como la primacía absoluta de las élites civiles” y sostiene que “el derrocamiento del general Rojas Pinilla, en 1957, reforzó dicha primacía. En un discurso famoso, Alberto Lleras […] confirió al civilismo su carácter fundacional, al negar a los militares cualquier función deliberativa”15.


    Ahora bien, si la noción de civilismo abarcara también una conducta intachable en el plano del respeto a los derechos humanos, nos veríamos obligados a reconocer que algunos miembros de la fuerza pública se han desviado de las normas legales. Por ello, hemos adoptado una noción restrictiva y limitada solo a la dimensión política, para lo cual vamos a considerar seis variables instrumentales —cuya pertinencia ponemos a consideración de los especialistas en sociología militar— para medir el grado de subordinación o no de los militares al poder civil: primero, el número de gobiernos bajo conducción militar o civil-militar; segundo, la fortaleza o debilidad de los llamados “soldados-políticos”; tercero, el papel decisivo o marginal de las Fuerzas Militares como un “poder moderador” en momentos de crisis; cuarto, el éxito o fracaso en la conformación de “partidos militares”, es decir, de partidos como expresión de los postulados ideológicos o de los intereses corporativos de las instituciones castrenses; quinto, el éxito o fracaso de los pronunciamientos militares en contra de una decisión gubernamental; y, finalmente, la fortaleza o debilidad del “complejo industrial-militar” y, por tanto, de las Fuerzas Militares y sus redes económicas, como un grupo de presión con poder de incidencia en las decisiones estatales.


    Pero, antes de adentrarnos en esas variables, es clave cuestionar las explicaciones generalistas —tan comunes en América Latina— y que muchas veces oscurecen la plena comprensión de la dinámica particular de los procesos nacionales.


    LA PRECARIEDAD DE LAS EXPLICACIONES GENERALISTAS



    En efecto, las tesis generalistas que intentan explicar la alta presencia de las instituciones militares en el ejercicio directo del poder en América Latina, es decir, lo que se ha denominado el moderno Estado pretoriano que, según la definición de Amos Perlmutter, consiste en un Estado “en el cual los militares tienden a intervenir en el gobierno y tienen la capacidad de dominar el ejecutivo”16 o, al menos, a colocar a los gobiernos civiles bajo una clara tutoría militar —la sumisión hacia las clases dominantes, la herencia hispánica, la dependencia externa y el subdesarrollo, la subordinación a Washington o, finalmente, la tradición caudillista— son objeto de encendidos cuestionamientos por parte de los analistas de temas militares desde hace ya algunos años.


    Y, en todo caso, estas explicaciones generalistas son totalmente inadecuadas para el caso de Colombia, pues si tuviesen un valor explicativo para el conjunto de la región, nuestro país habría estado dominada por gobiernos militares y no habría sido una nación en la cual los gobiernos electos fueron la abrumadora mayoría. Como bien sostiene Mario Fernández,


    se han visto las dificultades que las peculiaridades empíricas oponen a un monocausalismo en la interpretación/explicación de la intervención militar en la política latinoamericana. Los obstáculos en la formación de “una” teoría sobre el particular son de tal complejidad que surge la pregunta de si ello es, en efecto, posible […]. Uno de los mayores defectos de la investigación de la ciencia política sobre América Latina radica en la tentación globalizante en cuanto a sus países y a sus actores políticos y sociales17.


    El profesor Malcolm Deas va incluso más lejos y sostiene, en una entrevista en El País, que América Latina es la región del mundo que más sufre de estereotipos y generalizaciones perezosas18. Colombia no ha sido la excepción.


    ¿Cómo explicar, por ejemplo, que hubiese habido en América Latina regímenes militares progresistas e, incluso, con avanzados programas de cambio social, tales como los liderados por los generales David Toro (1936-1937) y Germán Busch (1937-1939) en Bolivia durante el período conocido como el “socialismo militar”; el rol del general Marmaduke Grove en la brevísima República Socialista de Chile en 1932; el tenentismo en Brasil en los años veinte del siglo pasado, en el cual se destacó el teniente y luego secretario general del Partido Comunista Brasilero (PCB), Luis Carlos Prestes; o el avanzado gobierno del general Lázaro Cárdenas en México19, si nos atenemos a una explicación marxista ortodoxa, que parte de la sumisión sin fisuras de las Fuerzas Militares a los intereses de las clases dominantes? Así mismo, ¿cómo explicar los gobiernos militares avanzados en plena Guerra Fría bajo los gobiernos liderados por los generales Juan Velasco Alvarado y Omar Torrijos en Perú y Panamá?


    ¿Qué tiene que ver la plataforma programática de los gobiernos militares bolivianos de tendencia tercermundista dirigidos por los generales Alfredo Ovando y Juan José Torres en los años setenta, con los lineamientos de las juntas militares de Argentina entre 1976 y 1983, es decir, el llamado Proceso de Reorganización Nacional (PRN) dominado por la nefasta Doctrina de Seguridad Nacional (DSN) y su visión del “enemigo interno”? Sin duda, la distancia era sideral entre unos y otros.


    Ahora bien, si las explicaciones generalizantes presentan aquí y allá muchas excepciones, en el caso de Colombia tienen aún menos capacidad explicativa.


    En primer término, Colombia comparte con América Latina la misma tradición hispánica, la cual no era, sin duda, muy alentadora. Entre 1814 y 1886 hubo en España 26 pronunciamientos militares y, salvo la llamada Primera República Española entre 1873 y 1874, muchos de los cambios de régimen político que hubo en aquella época e, incluso, hasta bien avanzado el siglo XX, contaron con la presencia de miembros de las instituciones militares. Es más, en pleno siglo XX, durante más de cuarenta años la moneda de curso legal en España traía la efigie del generalísimo Franco acompañada del lema “Francisco Franco, caudillo de España por la gracia de Dios”. Sin embargo, la tradición no constituye una fatalidad. Por una parte, España logró, tras el fallecimiento de Franco en noviembre de 1975, dejar atrás un pasado lleno de pronunciamientos y golpes militares, y conformar una de las democracias más avanzadas del mundo. Y Colombia, a pesar de compartir esa tradición hispánica, tuvo, por el contrario, una larga tradición de gobiernos electos.


    Podríamos añadir, además, que el militarismo en nuestro continente no es solo un patrimonio de las naciones hispanoamericanas. Este ha sido el caso, también, de excolonias de naciones con mayor tradición democrática. Por ejemplo, de Surinam —la única nación de América del Sur de habla neerlandesa— que, desde su independencia de los Países Bajos el 25 de noviembre de 1975, ya ha sufrido varios golpes de Estado. Por ejemplo, en febrero de 1980, el presidente Johan Ferrier fue derrocado mediante el llamado “Golpe de los Sargentos”, asumiendo el Consejo Militar Nacional el poder de facto. O el denominado “Golpe del Teléfono”, llevado a cabo en 1990 por un alto oficial del Ejército, Ivan Frank Graanoogst. O, igualmente, el caso de Haití, excolonia francesa y la segunda nación en el continente americano que alcanzó la independencia tras los Estados Unidos, el 1º de enero de 1804, en donde los golpes de Estado han sido constantes desde la salida de Jean-Claude Duvalier (“Baby Doc”) del poder en 1986.


    En segundo término, ¿cómo explicar que Colombia, uno de los mayores receptores de las políticas de cooperación militar de los Estados Unidos en América Latina —en término de recursos y misiones militares—, no haya entrado en la ola militarista generalizada que hubo en América Latina tras la Revolución cubana en 1959, si esta dependencia fue —como sostienen algunos analistas— el factor determinante de esa ola?


    En tercer término, ¿cómo explicar, para referirnos a la más común y simplista de las explicaciones —la formación de miles y miles de oficiales en la Escuela de las Américas, denominada la “escuela de los golpes de Estado” en cierta literatura muy ideologizada del continente—, que nuestro país, el que más oficiales y suboficiales ha enviado a esa escuela a lo largo de varias décadas, no haya sufrido ninguna intervención militar en el álgido período de la postrevolución cubana20?


    El Centro de Adiestramiento Latinoamericano del Ejército de los Estados Unidos, más comúnmente conocido como la Escuela de la Américas, fue creado en 1946 bajo los auspicios del Departamento de Defensa en Fort Gulick (Panamá), inicialmente bajo el nombre de Latin American Training Center - U.S. Ground Forces y, a partir de 1949, con la denominación de U.S. Army Caribbean School21. En 1984, con base en los tratados Torrijos-Carter sobre el Canal de Panamá, que habían sido acordados en 1977, fue trasladado a Fort Benning (Georgia) a petición del presidente panameño Jorge Illueca, quien la describió como la “base más grande para la desestabilización en América Latina”. Tras muchos escándalos y denuncias22 fue finalmente rebautizada en 2001 como el Instituto de Cooperación y Seguridad del Hemisferio Occidental (Whinsec).


    Esta correlación entre la Escuela de las Américas y la subordinación automática de sus egresados a las políticas de Washington ha sido cuestionada por muchos analistas, pues, al lado de reconocidos golpistas que transgredieron todas las normas humanitarias egresados de esta escuela (como Hugo Banzer, Roberto Viola, José Efraín Ríos Montt, Manuel Contreras o Roberto D’Aubuisson), hubo también oficiales progresistas como Omar Torrijos o Juan Velasco Alvarado, e, incluso, fundadores de grupos guerrilleros, como los inspiradores de los primeros focos insurgentes en Guatemala, el teniente coronel Alejandro de León Aragón y el teniente Marco Antonio Yon Sosa del Movimiento Revolucionario 13 de Noviembre (MR-13), si todos recibieron el mismo y supuestamente infalible “lavado de cerebro” anticomunista y un alto grado de subordinación al Pentágono. Es decir, ¿cómo explicar que, a pesar de los esfuerzos de adoctrinamiento, muchos militares egresados de esas escuelas se hubiesen negado a ser simples guardianes del statu quo y de la “pax americana” y hubiesen desplegado, por el contrario, sus esfuerzos hacia políticas reformistas e, incluso, radicales?23


    Finalmente, la otra explicación generalista sobre el rol de las instituciones militares en América Latina —la tradición caudillista, que se originó tras las guerras de la Independencia, en el difícil e inestable trance de los inicios de una construcción estatal autónoma de la potencia colonial— tampoco es una fuente explicativa válida para el caso de Colombia. A pesar de que “la figura de los caudillos puebla la historia, la leyenda y el imaginario político latinoamericano”24, este fenómeno tan común en la región, tanto en los siglos XIX como XX, fue en extremo débil en nuestro país. Según el historiador Marco Palacios, “los caudillos decimonónicos colombianos, puestos al lado de un Rosas, un Santa Anna, un Guzmán Blanco, un Porfirio Díaz o un García Moreno, serían despreciables oficiantes del poder”25. Ni siquiera el gran general Tomás Cipriano de Mosquera, que fue presidente múltiples veces entre 1845 y 1867, y quien más se asemeja a estos poderosos caudillos de la región provistos de un gran carisma popular, logró ocupar un lugar prominente en la galería de los caudillos latinoamericanos del siglo XIX.


    Pero, aún más. Lo mismo se podría argumentar de los líderes militares en el siglo XX. Rojas Pinilla puede ser considerado también como otro simple “oficiante del poder” al lado de un Duvalier, un Somoza, un Stroessner, un Pérez Jiménez, un Estrada Cabrera, un Tiburcio Carías, un Trujillo o un Fulgencio Batista. E, incluso, de un Juan Domingo Perón, el “conductor de Argentina”. Si las novelas en torno a la figura de los caudillos populares y los dictadores sin escrúpulos son uno de los ejes de identidad de la literatura latinoamericana, en Colombia salvo el Gran Burundún-Burunda ha muerto de Jorge Zalamea (más inspirado en un líder político, Laureano Gómez, que en un dictador militar)26 y El otoño del patriarca, de Gabriel García Márquez, un “retrato íntimo autobiográfico”, síntesis de numerosos dictadores del Caribe27, no hay modelos posibles para replicar obras como el Facundo, civilización o barbarie de Domingo Sarmiento, basado en los caudillos argentinos Juan Manuel de Rosas y Facundo Quiroga; Yo, el Supremo de Augusto Roa Bastos, inspirado en quien fuera declarado el “Dictador Supremo de la República del Paraguay”, José Gaspar Rodríguez (más conocido como el Doctor Francia); la obra del boliviano Alcides Arguedas, Los caudillos bárbaros, que recrea la figura pintoresca de Manuel Mariano Melgarejo o, finalmente, la novela de Mario Vargas Llosa La fiesta de chivo en torno al “Benefactor de la Patria”, Rafael Leónidas Trujillo.


    Incluso, en la última novela colombiana en torno al tema de los dictadores, Prohíbo decir mi nombre (2019) del escritor Jaime Echeverri, no sabemos ni su nacionalidad, ni su nombre: “yo soy el que nadie nombra”, afirma en algún pasaje el personaje central de la obra.


    En Colombia difícilmente hubiera podido tener éxito una obra haciendo la apología del “gendarme necesario”, mediante la cual el brillante escritor e historiador venezolano Laureano Vallenilla Lanz no solo intentó justificar el régimen dictatorial liderado por el general Juan Vicente Gómez entre 1908 y 1935, sino la necesidad del cesarismo en su país, una suerte de “autócrata civilizador” para imponer mediante el uso del miedo, un clima de paz y orden28. No es, por tanto, extraño que en Colombia la literatura costumbrista, más que la figura del caudillo ausente en estas tierras hubiese privilegiado a los gamonales, los manzanillos y los caciques políticos locales29, cuya descripción de José María Samper hacia 1866 sigue aún vigente hoy en día:


    La lengua española da el nombre de gamonal a un terreno que abundaba en plantas asfodilas. Pero entre nosotros se ha ampliado la idea, por una extraña analogía y tomado picarescamente el propietario por la propiedad, y se llama “gamonal” (por no decir capataz o cacique) al hombre rico de un lugar pequeño, dueño o poseedor de las tierras más valiosas, especie de señor feudal de la parroquia republicana, que influye y domina soberanamente el distrito, maneja a sus arrendatarios como a borregos, ata y desata los negocios del terruño como un san Pedro de caricatura y manda sin rival como un gallo entre sus gallinas. El gamonal es, pues, el sátrapa de la parroquia, el gallo del pueblo con todas sus consecuencias30.


    En síntesis, pues, si las explicaciones generalistas son poco adecuadas para explicar el fenómeno del militarismo en el conjunto de América Latina, para el caso de Colombia son aún menos pertinentes. Y, por tanto, insistimos en una idea clave: si estos factores fueran determinantes Colombia no hubiera sido un caso relativamente anómalo, sino, un caso ejemplar de dominio militar en el continente. ¿Por qué no fue así?
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